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FALTA DE COMPETENCIA FUNCIONAL. “[S]i bien el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad y celeridad, la competencia del Juez está  inescindiblemente referida al derecho fundamental del debido proceso, el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, “según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso… el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la  plenitud  de  las formas propias de cada juicio” (Autos 072A de 2006 y 304A  de 2007 de la Corte Constitucional). Atendiendo lo dicho hasta ahora, ninguna duda emerge en cuanto a que, según lo previsto en el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que establece que “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…”, la competencia para conocer en primera instancia de esta acción constitucional le correspondería a esta Sala de Decisión Penal, toda vez que la misma va dirigida, como ya se indicó, contra la Fiscalía Séptima Seccional de esta ciudad, y por lo tanto, el Juzgado que asumió su conocimiento carecía de competencia para ello. Lo señalado en precedencia le impide a esta Sala el estudio de la impugnación, debiéndose declarar la invalidez de lo actuado a partir del auto por medio del cual el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad admitió el amparo constitucional, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.”.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor JAIRO ARIAS QUICENO, accionante dentro del presente asunto, en contra de la decisión proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Itinerante, el 05 de enero de 2017, por medio del cual negó por improcedente la tutela de los derechos fundamentales reclamados. 
ANTECEDENTES

Los señores Jairo Arias Quiceno y Jairo Eduardo Arias Henao instauraron acción de tutela dirigida a la Fiscalía General de la Nación, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso, según los hechos que a continuación se sintetizan:   
· El 24 de septiembre de 2015 presentaron una denuncia ante la Fiscalía General de la Nación, en contra de los señores César Augusto Marín Carvajal y Carolina Salazar Trejos por el delito de estafa; la cual fue asignada a la Fiscalía Séptima Seccional de Patrimonio Económico de esta ciudad. 
· Pese a que ya se recaudaron las pruebas ordenadas por parte de la Fiscalía, ha transcurrido más de un año sin que se haya emitido pronunciamiento alguno de su parte, sin embargo, en un caso similar en contra de las mismas personas, que llegó con posterioridad a ese Despacho, ya se realizó audiencia de Formulación de Imputación, y aunque se le han explicado las razones de la urgencia para que se continúe con el trámite, esto no ha ocurrido.   

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el día 22 de diciembre de 2016, ordenó vincular de manera oficiosa a los señores César Augusto Marín Carvajal y Carolina Salazar Trejos, y corrió el traslado a las partes en la forma indicada en la ley. 

Al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante fallo del 05 de enero del presente año, negar por improcedente la tutela de los derechos fundamentales invocados por los accionantes. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Enterado de la decisión de primera instancia, el señor Jairo Arias Quiceno presentó un escrito mediante el cual la impugnó. 
Manifestó que la acción de tutela se dirigió en contra de la Fiscalía General de la Nación, por ser el órgano competente del Estado para investigar y sancionar las conductas punibles, y está llamada a responder por los cuestionamientos esbozados en la acción constitucional. Mientras que la Fiscalía Séptima Seccional sólo es un Despacho que ni siquiera se pronunció sobre los motivos que tiene para justificar su demora.

Igualmente señaló que aunque el Despacho considere que la Fiscalía cuenta con 2 años para formular imputación u ordenar el archivo de las diligencias, esto no quiere decir que el funcionario deba esperar hasta el último momento, sobre todo cuando existan elementos probatorios suficientes para tomar prontas medidas de protección de las víctimas. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Le correspondería a la Sala determinar si la Fiscalía accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante, o si los argumentos expuestos por el Juez A-quo durante el trámite de la acción y posterior decisión estuvieron ajustados a derecho, si no fuera porque en el presente asunto se avizora una situación que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado, toda vez que se advierte la falta de competencia del Juzgado que decidió la primera instancia constitucional.
Visto lo obrante en el expediente se tiene que el 20 de diciembre de 2016 los señores Jairo Arias Quiceno y Jairo Eduardo Arias Henao interpusieron su acción de tutela en contra de la Fiscalía General de la Nación, por unos hechos de los cuales atribuye responsabilidad directa a la Fiscalía Séptima Seccional de esta ciudad. De acuerdo a lo anterior, le correspondió por reparto de ese día al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, fecha para la cual se encontraba suspendido el reparto de las acciones de tutela a esta Corporación, conforme a las Circulares CSJRC16-191 y CSJRC16-194 expedidas por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, y durante el transcurso de la vacancia judicial. 
Sobre este punto cabe recordar que en principio la Corte Constitucional en Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de simple reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. 

Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, se aclaró en que en ciertos eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del Decreto 1382 de 2000, y para el efecto señaló la primera eventualidad: cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros; la segunda: cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un Despacho diferente al del superior funcional de quien la dictó.

En ese orden de ideas, es necesario precisar que si bien el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad y celeridad, la competencia del Juez está  inescindiblemente referida al derecho fundamental del debido proceso, el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, “según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso… el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la  plenitud  de  las formas propias de cada juicio” (Autos 072A de 2006 y 304A  de 2007 de la Corte Constitucional).

Atendiendo lo dicho hasta ahora, ninguna duda emerge en cuanto a que, según lo previsto en el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que establece que “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…”, la competencia para conocer en primera instancia de esta acción constitucional le correspondería a esta Sala de Decisión Penal, toda vez que la misma va dirigida, como ya se indicó, contra la Fiscalía Séptima Seccional de esta ciudad, y por lo tanto, el Juzgado que asumió su conocimiento carecía de competencia para ello.
Lo señalado en precedencia le impide a esta Sala el estudio de la impugnación, debiéndose declarar la invalidez de lo actuado a partir del auto por medio del cual el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad admitió el amparo constitucional, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.

Así las cosas, se devolverán las diligencias ante la Oficina de Reparto para que sean asignadas a uno de los Magistrados que conforman esta Sala de decisión.  
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 
RESUELVE
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de lo actuado dentro del presente asunto, a partir del auto del 14 de diciembre de 2015  por medio del cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante admitió la presente tutela; lo anterior, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remita el expediente a la Oficina Judicial de Reparto, para que allí sea repartido entre los Magistrados que componen esta Sala de Decisión Penal.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:  


     Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible. 


     Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. 


Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 


Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.


Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”





� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
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